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La presente investigación sobre la APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 
OPORTUNIDAD EN LAS CONDUCTAS PUNIBLES COMETIDAS EN EL 
MUNICIPIO DE SALAMINA; ha suscitado los más grandes interrogantes, por lo 
que se busca propiciar la reflexión  sobre el compromiso con los fines del sistema 
e ideales desde la Constitución Nacional, y así poder de manera conjunta, obtener 
una visión global de la figura, para enmarcarla dentro de los principios y sentido 
del sistema penal procesal y sustancial; teniendo en cuenta, entre otros 
elementos, la naturaleza del asunto y el factor territorial, circunstancias que 
determinan la competencia.   
 
El cual se realizó teniendo en cuenta los siguientes aspectos: 
 Procedencia de alguna de las causales de la Aplicación del Principio de 
Oportunidad. 
 Claridad en las directrices dadas por la Fiscalía General de la Nación. 
 La dificultad entre aplicar el principio de oportunidad o la figura de la 
preclusión.      
El problema central del estudio fue la efectividad del Principio de Oportunidad en 
nuestras investigaciones penales. 
 










Determinar si el principio de oportunidad como nueva figura jurídica ha sido eficaz, 
oportuno y veraz en las investigaciones penales surgidas en el municipio de 




 Revisar la normatividad colombiana. 
 Determinar las causales bajo las cuales se puede dar aplicación al principio de 
oportunidad.  
 Analizar jurisprudencialmente cual ha sido el desarrollo jurídico del Principio de 
Oportunidad. 
 Concluir sobre la disyuntiva entre dar paso a la preclusión u optar por la 
aplicación del principio de oportunidad. 
 Establecer cuáles son las investigaciones penales en el municipio de Salamina 
a las que haya dado aplicación al principio de oportunidad desde el año de 2009 






TIPO DE INVESTIGACIÓN. Causal. 
 
MÉTODO DE INVESTIGACIÓN. Análisis y síntesis. 
 
INFORMACIÓN SEGUNDARIA 
Se tuvieron en cuenta las jurisprudencias de la Corte Constitucional y Corte 
Suprema de Justicia.  
 
Se revisaron 120 de las investigaciones penales, adelantadas por la Fiscalía de 
Salamina, para saber a cuantas de estas se ha dado aplicación al principio de 
oportunidad.  
 
Resultando agradable esta investigación porque se tratara de profundizar sobre 
temas ya expuestos por la doctrina nacional, actualizándolos en función de 
problemas prácticos y muy concretos que se han identificado de manera sucinta 
sobre la aplicación del principio de oportunidad en las investigaciones penales, 
ubicarnos en nuestro contexto socio-jurídico, una realidad factico-socio cultural 
que vive nuestro país y esencialmente el municipio de Salamina, durante los años 
2009 al primer semestre de 2011, teniendo en cuenta, los interrogantes que 
surgen de  las relaciones y tensiones entre la aplicación del principio de 
oportunidad y la figura de la preclusión, los cuestionamientos surgidos a partir de 
los alcances y límites de la dogmática penal material y la dogmática procesal, en 
función de la aplicación práctica del principio, y las preguntas surgidas a partir del 




1. REVISAR LA NORMATIVIDAD COLOMBIANA 
 
 
A continuación se señalarán las disposiciones normativas relacionadas con la 
aplicación del principio de oportunidad en las diversas investigaciones penales 
adelantadas en el municipio de Salamina. 
 
1.1 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 
En primer lugar es necesario aludir al Acto Legislativo 3 de 2002, por el cual se 
modifico el artículo 250 de la Constitución Política, finalmente quedando así: 
 
“ARTICULO 250. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación, de oficio o con 
fundamento en denuncia, petición especial o querella, desarrollar las investigaciones de 
los hechos que puedan constituir delitos y acusar ante los jueces de la República, cuando 
fuere el caso, a los presuntos infractores de la ley penal. Se exceptúan los delitos 
cometidos por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el 
mismo servicio. Para tal efecto la Fiscalía General de la Nación, deberá:  
1. Solicitar al juez de control de garantías las medidas que aseguren la 
comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal, las que procuren la 
conservación de la prueba y la protección de la comunidad; así mismo aquellas 
necesarias para la asistencia inmediata a las víctimas y hacer efectivo el 
restablecimiento del derecho.  
2. Excepcionalmente, la ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para 
realizar capturas administrativas. En estos casos, el juez de control de garantías lo 
realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes.  
El juez de control de garantías, no podrá ser en ningún caso, el juez de 
conocimiento.  
3. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de 
comunicaciones. En estos eventos, el juez de control de garantías efectuará el 
control posterior respectivo, a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes contadas a partir de su conocimiento.  
4. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de 
custodia mientras se ejerce su contradicción.  
5. Aplicar el principio de oportunidad en las causales definidas en la ley.  
6. Solicitar al juez de control de garantías la autorización para acusar.  
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7. Presentar escrito de acusación ante el juez del conocimiento, con el fin de dar 
inicio a un juicio público, oral, contradictorio y concentrado.  
8. Solicitar ante el juez del conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando 
según lo dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar  
9. Solicitar ante el juez del conocimiento las, medidas necesarias para la reparación 
integral a las víctimas. Igualmente, velar por la protección de las víctimas, los 
testigos y demás intervinientes en el proceso penal. La ley fijará los términos en 
que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los mecanismos de justicia 
restaurativa.  
10. Dirigir y coordinar las funciones de policía judicial que en forma permanente 
cumple la Policía Nacional y los demás organismos que señale la ley.  
11. Cumplir las demás funciones que establezca la ley.  
El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en todo el territorio 
nacional.” 
 
1.2. LEY 906 DE 2004 “Código de Procedimiento Penal” 
 
El artículo 321 establece “Principio de Oportunidad y Política Criminal. La 
aplicación del principio de oportunidad deberá hacerse con sujeción a la política 
criminal del Estado”. 
 
Doctrinariamente se ha puntualizado que “… la política criminal pretende ser el 
marco de referencia a partir del cual se construya los modelos dogmaticos de la 
teoría del delito. En este sentido, la política criminal se entiende restringidamente 
como fundamento y límite de la política penal, es decir, como la instancia estatal 
en la que se define lo que debe ser o no sancionado penalmente como delito”1 
 
El artículo 323. Aplicación del principio de oportunidad. La Fiscalía General de la 
Nación podrá suspender, interrumpir o renunciar a la persecución penal, en los 
casos que establece este código para la aplicación del principio de oportunidad. 
                                                 
1
 Manuel Salvador Grosso García, El Concepto del delito en el nuevo código penal, 2003- Pág. 43 
11 
 
Este artículo consagra tres modalidades diferentes respecto de la aplicación del 
principio de oportunidad (suspender – interrumpir o renunciar), de donde se infiere 
que la aplicación del principio de oportunidad no es obligatoria, por lo que para el 
fiscal, es posible que ante situaciones similares, en uno lo aplique y en otro no. 
 
Conforme al artículo 324 de la mencionada norma modificado por la Ley 1312 de 
2008, se establecen los requisitos y aspectos jurídicos determinantes para la 
aplicación del principio de oportunidad. 
 
Como se puede apreciar no se introdujo expresamente en la Constitución el 
principio de oportunidad, como tampoco se define este principio, por lo que se 
hace indispensable delimitar el principio enumerando sus características 
principales. 
 
Del citado artículo constitucional se infiere que en esencia el principio de 
oportunidad consiste en: 1. La facultad otorgada a la fiscalía para renunciar al 
ejercicio de la acción penal, pudiendo también interrumpirla o suspenderla, 2. 
Corresponde a la ley establecer las hipótesis normativas respecto de las cuales 
tiene aplicación. 
 
Los esfuerzos que hasta ahora se han hecho por la implantación del principio de 
oportunidad y las aplicaciones logradas en el campo de la conciliación, la 
terminación del proceso por indemnización integral, la sentencia anticipada, la 
audiencia especial y todos aquellos mecanismos de la estructura del proceso 
penal, se podrían complementar con una clausula general en la cual se hiciera 




Diríamos entonces que el principio de oportunidad se concreta en construir una 
excepción al de legalidad y un mecanismo apto para canalizar la selectividad 
espontánea de todo sistema penal. 
 
Así las cosas es claro que la filosofía de este principio de oportunidad radica en la 
necesidad de simplificar, acelerar y hacer mas eficiente la administración de 
justicia penal, descongestionándola de la pequeña y mediana criminalidad; y en 
contraprestación se evitarían efectos criminógenos de las penas cortas de 
privación de la libertad, estimula la pronta reparación a la víctima, y se otorga otra 
















2. CAUSALES BAJO LAS CUALES SE PUEDE DAR APLICACIÓN AL 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD. 
 
 
Lo interesante es tener siempre presente que, como sucede en Colombia, cuando 
una figura como el principio de oportunidad tiene rango constitucional, ello le 
otorga más complejidad al manejo de la misma, porque la convierte directa y 
justamente en un tema de especial relevancia en el contexto de la Carta 
Fundamental y no sólo a nivel legal.  
 
De allí el celo con que la Corte, a pesar de admitir expresamente la noción de 
discrecionalidad, establece la limitación de la misma, no sólo en la existencia de 
causales expresas, sino también respecto de la claridad de las causales mismas. 
En este sentido operaría una excepcionalidad dentro de la legalidad, para decirlo 
de esta manera. Es, como se verá a continuación, un tema de ingeniería u 
organización constitucional en función del ejercicio del ius puniendi. 
 
2.1. CLASIFICACIÓN DOCTRINARIA ASÍ2:  
 
 Causales relacionadas con la naturaleza del hecho: a. carácter mínimo de la 
infracción, b) Culpabilidad leve del infractor, c) contribución mínima al delito, en 
los casos de participación criminal, d) Delito de pequeña entidad conexo con 
otro de mayor gravedad, cuando se estima suficiente la pena del delito principal, 
e) antigüedad de la infracción, f) Hecho al que al tribunal puede dejar de aplicar 
la pena, ya por perdón judicial, g) Delito fruto de un conflicto ideológico o social. 
 
                                                 
2
 Oscar Julián Guerrero Peralta, Procedimiento Acusatorio y Terminación Anticipada del Proceso Penal. Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez. 1998 Pág. 117 - 119 
14 
 
 Causales relacionadas con el autor del hecho: a) Delincuente primario, b) Edad 
juvenil o senil, c) Infractor – Víctima, d) Salud precaria, e) Cambio positivo del 
comportamiento, tras una infracción menor, f) Conveniencia de aplicarle una 
medida rehabilitadora en vez de la pena, g) Sumisión a un tratamiento 
desintoxicador, cuando el delito se cometa bajo en influjo de alcohol o drogas. 
 
 Causas basadas en la relación entre el delincuente y su víctima: a) parentesco 
próximo, b) Reparación voluntaria del daño, c) Restitución de la cosa, d) Delito 
provocado por la víctima, e) Acusación contraria a los intereses de la víctima. 
 
 Causas basadas en el interés general: a) Interés del Estado, b) Falta de interés 
nacional en el castigo, c) Injusticia obvia (delitos en vía de derogación), d) Falta 
de contribución significativa para promover el respeto por la ley, e) Falta de 
contribución significativa para el sentido de la pena. 
 
2.2. ARTÍCULO 324 DE LA LEY 906/04 MODIFICADO POR LA LEY 1312 DE 
2009, SE ESTABLECEN TAXATIVAMENTE LAS CAUSALES PARA LA 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD, ASÍ: 
 
ARTÍCULO 324. CAUSALES. <Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 1312 de 2009. El 
nuevo texto es el siguiente:> El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes casos: 
 
1. Cuando se tratare de delitos sancionados con pena privativa de la libertad cuyo máximo 
señalado en la Ley no exceda de seis (6) años o con pena principal de multa, siempre que se 
haya reparado integralmente a la víctima conocida o individualizada; si esto último no 
sucediere, el funcionario competente fijará la caución pertinente a título de garantía de la 
reparación, una vez oído el concepto del Ministerio Público. 
 
Esta causal es aplicable, igualmente, en los eventos de concurso de conductas punibles 
siempre y cuando, de forma individual, se cumpla con los límites y las calidades señaladas 
en el inciso anterior. 
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COMENTARIO: Esta causal refiere a todas aquellas conductas punibles, 
contempladas como de menor entidad o gravedad; entre ellos tenemos (El 
Homicidio por Piedad – El Aborto – Omisión de Socorro – Calumnia – Injuria – 
Inasistencia Alimentaria) y demás conductas que a pesar del incremento de la Ley 
890/04, no excede los seis años. Y como presupuesto ineludible a esta causal, se 
exige la reparación integral a la víctima, si es conocida y que objetivamente se 
haya establecido la ausencia o decadencia del interés del Estado.  
 
2. Cuando a causa de la misma conducta punible la persona fuere entregada en extradición 
a otra potencia. 
 
COMENTARIO: Relacionada con la extradición, aquel procedimiento entre Estados 
que tal como explica Pedro Alfonso Pabón Parra: 
 
“… Los Estados, en sus relaciones intersubjetivas, solicitan, tramitan, deciden, conceden 
u ofrecen la entrega de una persona por parte del Estado en el cual se encuentra, a aquel 
que la requiere, con facultades de juzgamiento de ejecución de pena.”3 
 
Entendiendo que esta causal hace referencia a la denominada “extradición 
pasiva”, entendida esta que se da cuando el Estado ofrece u otorga la extradición 
en tal evento; observándose que el principio de oportunidad se torna procedente 
ejercerlo cuando la persona ha sido entregada en extradición “por la misma 
conducta punible”, es decir que los hechos que motivan la solicitud de extradición 
y los que se investigan en Colombia, deben ser los mismos o guardar plena 
identidad. 
 
3. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa de otra conducta punible y la 
sanción imponible en Colombia carezca de importancia comparada con la impuesta en el 
extranjero, con efectos de cosa juzgada. 
 
                                                 
3
 Pedro Alfonso Pabón Parra, Manual de Derecho Penal, Ediciones Doctrina y ley. 2003, Pág. 23 
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COMENTARIO: Relacionada de igual manera con la extradición, pero su diferencia 
radica en que en esta causal la conducta por la que se da la extradición es las 
grave o relevante frente a la conducta que se investiga en Colombia, lo cual la 
torna irrelevante comparada con la pena impuesta en el exterior. 
 
4. Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, 
colabore eficazmente para evitar que el delito continúe ejecutándose, o que se realicen 
otros, o cuando suministre información eficaz para la desarticulación de bandas de 
delincuencia organizada. 
 
COMENTARIO: En primer lugar esta causal, tiene limitante dentro del proceso, la 
colaboración del acusado debe darse antes de iniciar la audiencia de Juicio Oral; 
entendiendo que a la luz de la Ley 906/04, se esta en presencia de una 
colaboración eficaz cuando lo manifestado por el imputado es de tal magnitud y 
veracidad que contenga los datos suficientes para lograr obtener los resultados 
señalados. 
  
Respecto a la “delincuencia organizada”, cabe señalar como la sociedad de 
riesgo, la apertura de fronteras entre los distintos países, el avance de la 
tecnología y los sistemas informáticos han influido en la globalización, fenómeno 
que también se pregona del derecho del derecho y que dentro de sus efectos 
negativos cuenta con el surgimiento de nuevas formas de criminalidad organizada 
que opera inclusive a nivel transnacional pretendiendo obtener máximos 
beneficios minimizando riesgos. 
 
Así las cosas las características de un grupo delincuencia, serían las siguientes: 
A) Existencia de una multiplicidad de personas que se aúnan con el propósito 
de cometer delitos graves y que cuentan con,  
B) Una estructura organizada, óptima, que les permite realizar los fines 
delictuosos que persiguen 
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C) Durabilidad o estabilidad en el tiempo, actuando;  
D) Con división de trabajo encaminada a que se realice el plan común para 
así, 
E) Obtener ganancias o lucro de cualquier cosa.      
 
5. Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, se 
compromete a servir como testigo de cargo contra los demás procesados, bajo inmunidad 
total o parcial. 
 
En este evento los efectos de la aplicación del principio de oportunidad quedarán en 
suspenso respecto del procesado testigo hasta cuando cumpla con el compromiso de 
declarar. Si concluida la audiencia de juzgamiento no lo hubiere hecho, se revocará el 
beneficio. 
 
COMENTARIO: Rige a esta causal para todos aquellos eventos en que se presenta 
concurso de personas respecto  de la conducta punible (coautoría – 
determinación, complicidad), y uno de los intervinientes declara en contra de los 
demás, haciendo imputaciones directas de las cuales se pueda deducir su 
responsabilidad, al punto que este testimonio pueda valorarse como principal. 
Aunque en Colombia no existe normatividad respecto a la inmunidad del testigo, 
por lo cual se entiende que la Fiscalía puede renunciar a la persecución penal 
atinente a todos o algunos delitos, por los cuales adelanta la actuación referente a 
ese testigo principal. 
 
6. Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, haya 
sufrido, a consecuencia de la conducta culposa, daño físico o moral grave que haga 
desproporcionada la aplicación de una sanción o implique desconocimiento del principio de 
humanización de la sanción. 
 
COMENTARIO: Rige a esta causal aquellas conductas punibles culposas, además 
en situaciones donde la personas investigada ha padecido daños físicos o morales 
de gran magnitud o gravedad; por lo que la sanción sería desproporcionada, o 
implicaría desconocimiento del principio de humanización de la sanción punitiva, 
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se lleva a cabo no con la conducta en si misma considerada sino con el daño 
sufrido por su autor, bien sea físico, moral o ambos. 
 
7. Cuando proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el marco de la justicia 
restaurativa y como consecuencia de este se cumpla con las condiciones impuestas. 
 
COMENTARIO: La denominada “JUSTICIA RESTAURATIVA”, tiene que ver con 
áreas como la criminología y la victimologia, las cuales propician porque el 
imputado, acusado o sentenciado, la víctima y los miembros de la comunidad que 
se ven afectados por el delito, si es su deseo participen de manera activa y directa 
en la solución de determinados tópicos referentes al conflicto derivado del delito, lo 
cual se puede llevar a cabo con la participación de un facilitador. Las reglas 
generales que rigen los procesos de justicia restaurativa se caracterizan por ser 
cuatro valores clave “Encuentro – Reparación – Reintegración e Inclusión”. 
 
8. Cuando la realización del procedimiento implique riesgo o amenaza graves a la seguridad 
exterior del Estado. 
 
COMENTARIO: Aquí es claro que el operador judicial debe valorar si al adelantarse 
el procedimiento surgen elementos materiales probatorios, que al ser divulgados 
con fundamento en el principio de contradicción de la prueba, con ello se pondría 
en riesgo o amenaza grave la seguridad exterior del Estado. Es necesario señalar 
que en estos casos debe tener en cuenta que el artículo 18 de la Ley 906/04, 
consagra que la actuación procesal será publicada teniendo acceso a ella, 
además de los intervinientes los medios de comunicación; peros e exceptúan 
varios casos dentro de los cuales se encuentra aquel en que el Juez considere 
que la publicidad de los procedimientos afecte la seguridad nacional. 
  
De otra parte tengamos en cuenta que la seguridad del Estado es demasiado 




9. En los casos de atentados contra bienes jurídicos de la administración pública o de la 
recta administración de justicia, cuando la afectación al bien jurídico funcional resulte poco 
significativa y la infracción al deber funcional tenga o haya tenido como respuesta adecuada 
el reproche institucional y la sanción disciplinaria correspondientes. 
 
COMENTARIO: Conforme a esta causal, existe suficiente claridad en el sentido de 
que no hay afectación al bien jurídico tutelado por la norma, falta un elemento 
esencial para que se estructure una conducta punible y en tal caso no hay cabida 
aplicar el principio de oportunidad, lo procedente es optar por la preclusión de 
haberse formulado imputación, invocando para el efecto la atipicidad del hecho. 
Por lo que concretamente exige: que efectivamente haya afectación al bien 
jurídico, que tal afectación tenga la característica de ser poco significativa y que 
además la conducta sea susceptible de reproche mediante la aplicación de 
sanciones disciplinarias.   
 
10. En delitos contra el patrimonio económico, cuando el objeto material se encuentre en tal 
alto grado de deterioro respecto de su titular, que la genérica protección brindada por la ley 
haga más costosa su persecución penal y comporte un reducido y aleatorio beneficio. 
 
COMENTARIO: El objeto material está considerado en forma singular en aquellos 
delitos en los cuales la calidad del bien (mueble o inmueble) se menciona en el 
tipo penal y a este grupo pertenecen la mayoría de los delitos.  
 
Así las cosas esta causal exige como requisito sine qua non que ese objeto 
material este en alto grado de deterioro respecto de su titular. 
 
11. Cuando la imputación subjetiva sea culposa y los factores, que la determinan califiquen 
la conducta como de mermada significación jurídica y social. 
 
COMENTARIO: Aquí también estamos en presencia de conductas de carácter 
culposo observándose que esta clase de comportamientos se configuran cuando 
el resultado típico es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el 
agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto confió e 
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poder evitarlo. Pues tradicionalmente se ha indicado como generadores de un 
actuar culposo la violación de reglamentos, la negligencia y la imprudencia o 
impericia; por lo que en esta causal se requiere que esos factores generantes de 
culpa permitan calificar la conducta con poca significancia jurídica y social. 
 
12. Cuando el juicio de reproche de culpabilidad sea de tan secundaria consideración que 
haga de la sanción penal una respuesta innecesaria y sin utilidad social. 
 
COMENTARIO: Esta causal para su aplicación exige que se este ante una 
culpabilidad mínima o disminuida, que tiene como efecto hacer de la sanción penal 
una respuesta innecesaria y sin utilidad social, lo cual tendría que ver con la 
prevención general y especial. Además nótese que la culpabilidad se relaciona 
directamente con los fines o funciones de la pena, los cuales conforme a lo 
dispuesto en el artículo 4° del Código Penal son: prevención general, retribución 
justa, prevención especial y reinserción social.  
 
13. Cuando se afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando se dé la 
reparación integral y pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse. 
 
COMENTARIO: Entendida que la afectación mínima implica la trascendencia social 
de la conducta no debe ser de mayor entidad; pues en cuanto al concepto de 
bienes colectivos entendemos aquellos que no permiten su división para otorgar a 
cada uno de los propietarios su parte; de igual forma harían parte los bienes de 
uso público, como son los de propiedad de la nación u otras entidades Estatales. 
Claro esta otra de las exigencias consiste en que se debe producir la reparación 
integral y además se pueda deducir que el hecho no volverá a presentarse, 
pronostico que se deduce de las específicas circunstancias de la conducta. 
 
14. Cuando la persecución penal de un delito comporte problemas sociales más 
significativos, siempre y cuando exista y se produzca una solución alternativa adecuada a 
los intereses de las víctimas. Quedan excluidos en todo caso los jefes, organizaciones, 
promotores, y financiadores del delito. 
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COMENTARIO: El Proceso penal tiene como razón de ser solucionar los conflictos 
por la vía democrática y pacífica, lo natural es que cuando se intuya que con su 
tramitación se van a producir problemas de carácter social mas graves que el que 
se pretende resolver, lo obvio es optar por abandonar el ejercicio de la acción 
penal, puesto que el mismo generaría efectos adversos a la sociedad, alterando la 
paz; aquí solo es procedente cuando se produce una solución alternativa teniendo 
en cuenta los intereses de la víctima. 
 
15. Cuando la conducta se realice excediendo una causal de justificación, si la 
desproporción significa un menor valor jurídico y social explicable en el ámbito de la 
culpabilidad. 
 
COMENTARIO: si tenemos en cuenta las causales de justificación, conforme lo 
dispuesto en los artículos 32, 56 y 57 del C. P. y el ámbito de culpabilidad, el 
operador judicial, estas figuras junto con la normatividad vigente. 
 
16. Cuando quien haya prestado su nombre para adquirir o poseer bienes derivados de la 
actividad de un grupo organizado al margen de la ley o del narcotráfico, los entregue al 
fondo para Reparación de Víctimas siempre que no se trate de jefes, cabecillas, 
determinadores, organizadores promotores o directores de la respectiva organización. 
 
COMENTARIO: Esta causal es mucho mas básica, si tenemos en cuenta la persona 
que actúa como testaferro, que es quien de manera concreta presta su nombre 
para adquirir bienes derivados de una actividad ilícita, y al conocer dicha 
procedencia, decide entregarlos para Fondo de Reparación de Víctimas. 
 
17. <Numeral INEXEQUIBLE>  
 
PARÁGRAFO 1o. En los casos de tráfico de estupefacientes y otras infracciones previstas en el 
capítulo segundo del título XIII del Código Penal, terrorismo, financiación de terrorismo, y 
administración de recursos relacionados con actividades terroristas, solo se podrá aplicar el 
principio de oportunidad, cuando se den las causales cuarta o quinta del presente artículo, siempre 





PARÁGRAFO 2o. La aplicación del principio de oportunidad en los casos de delitos sancionados 
con pena privativa de la libertad cuyo límite máximo exceda de seis (6) años de prisión será 
proferida por el Fiscal General de la Nación o por quien el delegue de manera especial para el 
efecto. 
 
PARÁGRAFO 3o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> No se podrá aplicar el principio 
de oportunidad en investigaciones o acusaciones por hechos constitutivos de graves infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario, delitos de lesa humanidad, crímenes de guerra o genocidio, ni 
cuando tratándose de conductas dolosas la víctima sea un menor de dieciocho (18) años. 
 
PARÁGRAFO 4o. No se aplicará el principio de oportunidad al investigado, acusado o enjuiciado 
vinculado al proceso penal por haber accedido o permanecido en su cargo, curul o denominación 
pública con el apoyo o colaboración de grupos al margen de la ley o del narcotráfico. 
 
Con la aplicación del principio de oportunidad, se “pretende flexibilizar el rigor de la 
ley penal”; ya que el propósito de la audiencia es que el juez revise la legalidad 
material y formal de la decisión de la Fiscalía de dar aplicación al principio de 
oportunidad, cuando implica renuncia del ejercicio de la acción penal, todo esto, 
en desarrollo de la política criminal del Estado, la cual quedó establecida en las 
causales consagradas en el artículo 324 del C.P.P.  
 
Podríamos decir que para ser objeto de aplicación del principio de oportunidad; el 
sustento está en las causales que deben ser observadas y aplicadas en clave 
político-criminal entendida ésta, desde luego, en una perspectiva más 
comprehensiva. No se trata, como se dice, de negar la existencia de una conducta 
delictiva, sino de actuar sobre ella de manera más racional y consciente.   
 
Además las causales exigen un marco de la culpabilidad o la antijuridicidad de la 
conducta que se ha investigado; por lo que en este caso el fiscal prácticamente 
debe hacer la tarea del Juez del conocimiento, es decir, debe valorar, la conducta 
según las exigencias impuestas por el Código Penal, pero esencialmente las que 
provienen de la dogmatica de la parte general que se relacionan, con la necesidad 
de la pena, la mínima culpabilidad o innecesaria intervención del derecho penal. 
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De igual manera cualquier manifestación del principio de oportunidad está sujeta a 
control en su aplicación por parte del juez de garantías; pues el Código de 
Procedimiento Penal en su artículo 327,  
 
También es cierto que el Fiscal General de la Nación, esta facultado para 
reglamentar la aplicación del principio de oportunidad, la cual debe estar dirigida al 
ámbito interno, operativo de la institución, el cual es claramente restringida de 
conformidad con la Constitución; y en tal sentido han creado el manual interno de 
la Fiscalía, el cual hace parte de la reglamentación.4  
 
2.3. DISCRECIONALIDAD PARA ACUSAR Y EL PRINCIPIO DE 
OPORTUNIDAD 
 
En primer lugar, la discrecionalidad para acusar es un principio propio de los 
países de la tradición anglosajona, en los cuales se ha adoptado el sistema penal 
acusatorio. En este sentido, el fiscal tiene un margen de discrecionalidad enorme 
al decidir si ejercitará la acción penal respecto de las conductas punibles de los 
cuales tenga en su conocimiento. 
 
Por lo que es básico diferenciar la arbitrariedad de la discrecionalidad. Lo 
discrecional, para ser legitimo, se halla o debe hallarse cubierto de motivaciones 
suficientes, discutibles o no, pero considerables y evaluables en todo caso, 
mientras que lo arbitrario no tiene motivación respetable, sino que es simplemente 
fruto de la pura voluntad o del puro capricho de quien aplica sin sustento. 
 
                                                 
4
 Resolución 6657 de 2004 artículo 11 parágrafo “El contenido de la guía de introducción al Sistema Penal Acusatorio, en lo 
relacionado con definiciones, causales, procedimientos, responsabilidades del fiscal, recomendaciones y observaciones, 
atinentes al principio de oportunidad, se entenderán integradas al reglamento.” 
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Es claro que para todas las personas rige el derecho fundamental de acceder a la 
administración de justicia en procura de obtener decisiones materialmente justas, 
obligación a cargo del Estado, igualmente las víctimas de las conductas punibles 
tienen derecho a que se conozca la verdad y a obtener las respectiva reparación, 
entonces el operador judicial debe tener en cuenta todos estos derechos, 
ponderarlos y establecer conforme la especificidad del caso, renunciar o no a la 
acción penal, teniendo en cuenta el valor de la justicia como esos derechos que 
resultan afectados. 
 
Es evidente que cuando se pretende ejercer el principio de oportunidad entre éste 
y el principio de obligatoriedad, surge una tensión de dos alternativas; entre 
adelantar la actuación ante la noticia de la conducta susceptible de ser punible, y 
de otra parte la posibilidad de no ejercer la acción penal; siendo razonable esta 
última para dar  paso al principio de oportunidad. 
 
Lo que sí es importante y ya en el aspecto concreto y pragmático, es que bien, 
tratándose de discrecionalidad o poder para acusar, o de oportunidad, no se trata, 
con ello, de un mero subjetivismo valorativo desregulado, ni de un capricho 
meramente personal del operador y menos de formas veladas de politiquería de 
un ente acusador, avaladas por una aparente regulación. De allí la importancia, de 
las distinciones metodológicas fundamentales, como es el caso, por ejemplo, de la 
diferencia entre discrecionalidad técnica y discrecionalidad política.  
 
Debe destacarse, en este acápite finalmente, que la Honorable Corte 
Constitucional ha aceptado también la discrecionalidad pero, en el caso concreto 
de la aplicación del principio de oportunidad, se asume la discrecionalidad como 
libertad en la interpretación de las causales que dan lugar a la aplicación del 
principio. De allí el hecho de que la Corte Constitucional sostenga que en 
Colombia se acogió un sistema de discrecionalidad reglada, en virtud del cual, si 
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bien existen márgenes importantes de interpretación en cabeza del fiscal, dicha 
interpretación no es ilimitada, pues las causales que pueden dar lugar a la 
aplicación del principio de oportunidad están compuestas por elementos que 
indican claramente las valoraciones que debe adelantar el funcionario y los fines 
que se deben perseguir en la aplicación de la figura.  En dos providencias 
fundamentales la Corte ha expuesto esta consideración. Se trata de las sentencia 
No. C-673 de 2005 y la No. C-095 de 2007.   
 
En igual sentido la Corte Constitucional colombiana ha establecido a lo largo de su 
jurisprudencia, que tanto la renuncia al ejercicio de la acción penal, como la 
suspensión y la interrupción, son modalidades en sí mismas de aplicación del 
principio de oportunidad (sentencias C-984 y C-979 de 2005). Sin embargo, no se 
puede dejar pasar por alto, lo confuso que resulta la distinción entre suspensión e 
interrupción. La suspensión tendría lugar por ejemplo en los casos de suspensión 
de procedimiento a prueba, mientras que no es muy claro cuando se daría la 
interrupción. La interrupción es un fenómeno transitorio, diferente a la suspensión 
precisamente por su brevedad y porque afecta solamente el trámite de la 
actuación, sin perjuicio que pueda originar la suspensión del procedimiento a 
prueba o la renuncia a la persecución penal.  
 
Autores como Juan Carlos Forero, han cuestionado esta falta de claridad, 
señalando que la interrupción podría darse, por ejemplo, en las causales 
relacionadas con la entrega del procesado en extradición o a la Corte Penal 
Internacional, sin embargo advierte que nada impide hablar en estos mismos 
casos también de suspensión. Pues ni la Ley 1312 de 2009, ni la Resolución 3884 
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de 2009 (FGN) aclaran el tema, razón por la cual la discusión sigue abierta, 
incluyendo, claro está, el interrogante sobre la utilidad misma de esta distinción.5   
 
2.4 EFECTOS DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
 
La decisión que prescinde de la persecución extingue la acción penal respecto del 
autor o participe en cuyo favor se decide; salvo que la causal que la fundamente 
se base en falta de interés del Estado en la persecución del hecho, en este evento 
la aplicación del principio de oportunidad, se extiende a los demás autores o 
participes, a menos que la ley exija la reparación integral de las víctimas.  
 
Además la aplicación del principio de oportunidad, es causal de libertad según lo 
establece el numeral 2º del artículo 317 de la aludida codificación procedimental 
penal. 
 
Considerando que la aplicación del principio de oportunidad y los preacuerdo de 
los posibles imputados y la fiscalía, no podrán comprometer la presunción de 
inocencia y sólo procederán si hay un mínimo de prueba que permita inferir la 
autoría o participación en la conducta y su tipicidad. 
 
                                                 
5 Juan Carlos Forero, Aproximación al Estudio del Principio de Oportunidad, Grupo Editorial Ibáñez, 




3. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DEL DESARROLLO JURDÍDICO DEL 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
 
 
A continuación se presentará una revisión de las sentencias más relevantes de la 
Corte Constitucional respecto a las causales del principio de oportunidad.  
 
Se utilizará el método propuesto por el Profesor Diego Eduardo López Medina, 
para la realización de líneas jurisprudenciales, expuesto ampliamente en su libro 
“El Derecho de los Jueces” 
 
Para iniciar se estudiará la primera sentencia relevante sobre el asunto, en la cual 
la Corte Constitucional analiza en sus primeras momentos que se hablo del 
principio de oportunidad, entiéndase que antes de la modificación de la Ley 1312 
de 2009; posteriormente se hará un seguimiento a las sentencias más relevantes 
que hayan marcado la evolución jurisprudencial en la materia, haciendo énfasis en 
las sentencias hito, que constituyen, junto con la sentencia fundadora, las bases 
de la línea jurisprudencial, para terminar estudiando la sentencia más reciente 
sobre el punto constitucional sobre el tema a tratar. 
 
Además de ello se analizaran unas sentencias de la Corte Suprema de Justicia – 
Sala Penal, para concretar la aplicación del principio de oportunidad, respecto a 









3.1. SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
3.1.1 LIMITES DE LAS CAUSALES DE APLICACIÓN SENTENCIA C-095 DE 
2007.  
 
Dentro de esta sentencia la Corte Constitucional estableció los siguientes límites, 
además de ello trajo a colación el análisis de varias de las causales vigentes para 
dicha fecha: 
 
 (i) En cuanto al tipo de circunstancias que rodean la comisión de un delito o 
su investigación o juzgamiento, el legislador tiene amplia facultad de 
configuración legislativa a la hora de diseñar las causales de aplicación del 
principio de oportunidad penal, siempre y cuando esas circunstancias 
respeten parámetros de racionabilidad frente al propósito de racionalizar la 
utilización del aparato estatal en la labor de persecución penal; (ii) no 
obstante, respecto de la naturaleza de los delitos frente a los cuáles puede 
operar el principio de oportunidad penal, por razones que tocan con la 
dignidad humana, el legislador encuentra un límite explícito en los 
compromisos internacionales de perseguir las más graves violaciones de 
los derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario; (iii) 
finalmente, el legislador se encuentra limitado por el carácter excepcional y 
reglado del principio de oportunidad penal diseñado por el constituyente, 
que le impone diseñar con claridad y precisión las causales en las cuales 
puede aplicarse.(…) 
 
 Discrecionalidad del Fiscal para evaluar si procede su aplicación 
Aunque las previsiones abstractas de la ley se revistan de precisión y 
claridad, siempre será necesaria la labor de subsumir el caso concreto 
dentro de las previsiones generales contenidas en ella,  es decir, llevar a 
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cabo una operación mediante la cual el funcionario que la aplica considera 
si el caso particular responde o puede ser sometido a la norma general 
prevista en la ley. (…)  
 
Dicho de otro modo, la necesaria generalidad y abstracción de la ley, 
incluso cuando ella es clara y precisa en la descripción de las 
circunstancias en que es llamada a operar, exige lógicamente reconocer 
cierto grado de discrecionalidad al operador jurídico llamado a aplicarla. De 
esta forma, la exigencia de claridad y precisión en el diseño de las 
causales legales de aplicación del principio de oportunidad no resulta 
contradictoria con el reconocimiento de algún grado aunque sea mínimo de 
discrecionalidad al fiscal para evaluar si en un caso concreto debe 
aplicarse o no dicho principio.   
 
 Aplicación cuando la persona  es entregada en extradición por otra 
conducta punible, y la sanción a la que pudiera llevar la persecución 
en Colombia carece de importancia frente a la sanción impuesta en el 
extranjero.  
 
En cuanto al cargo esgrimido en contra del numeral 4°, según el cual la 
expresión “carezca de importancia” pecaría de falta de claridad y precisión, 
la Corte encuentra que carece de fundamento, y por ello no está llamado a 
prosperar. En efecto, como bien lo hace ver la vista fiscal, en este caso la 
falta de importancia a que se refiere la disposición alude a la magnitud de 
la pena que sería imponible en Colombia, frente a la magnitud de la que ya 
hubiera sido impuesta en el extranjero, con carácter de cosa juzgada, a 
una persona entregada en extradición por una conducta punible distinta de 
la que se investiga. Por lo tanto, en este caso la carencia de importancia 
de la pena imponible en Colombia viene definida por una comparación de 
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resultados objetivos. En efecto, para determinar si tal pena es o no 
importante, el fiscal tendrá que hacer el siguiente ejercicio: a. Verificar que 
contra la persona investigada existe una sentencia condenatoria con 
efectos de cosa juzgada, por un delito distinto del que se investiga en 
Colombia. b. Verificar que dicha persona fue entregada en extradición. c. 
Comparar si la pena impuesta en la sentencia extranjera es más 
importante en términos cualitativos y cuantitativos que la que sería 
imponible en Colombia, de manera que esta última vendría a ser 
irrelevante. Al parecer de la Corte el anterior ejercicio comparativo implica 
una comparación de cada pena según su naturaleza (privativa de la 
libertad o pecuniaria), que responde a parámetros de objetividad claros. 
Por lo tanto, no encuentra que las facultades discrecionales del fiscal en 
este asunto den lugar a decisiones arbitrarias. Similares facultades 
evaluativas les son reconocidas a los jueces penales para dosificar las 
penas pecuniarias y privativas de la libertad, sin que se entienda que ello 
implica la posibilidad de arbitrariedad. 
 
 Aplicación cuando la imputación subjetiva sea culposa y los factores 
que la determinan califiquen la conducta como de mermada 
significación jurídica y social – Delitos de Bagatela – 
 
En cuanto al cargo formulado en contra del numeral 12, respecto del cual 
se afirma que la expresión “mermada significación jurídica y social” no es 
clara ni precisa, la Corte observa lo siguiente: justamente la mermada 
significación social de una conducta punible es la causal que en el 
Derecho comparado resulta ser más común como motivo de aplicación del 
principio de oportunidad penal. Se trata de los llamados por la doctrina 
“delitos bagatela”. Según los datos que suministra la misma demanda, 
dentro del grupo de países seleccionados como muestra para hacer un 
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estudio relativo al tipo de causales que usualmente son admitidas para 
este propósito, el criterio de insignificancia del hecho es admitido en todos 
ellos. Ahora bien, la mermada significación social de una conducta 
proviene de una serie de circunstancias como, por ejemplo, las 
condiciones personales en las que el agente actuó (bajo cansancio 
extremo, tensión extrema, insomnio, ingesta de medicamentos, etc.), el 
poco valor del objeto del delito en los tipos penales que protegen el 
patrimonio económico (hurto de una fruta...), el contexto social en el cual la 
conducta se ejecuta, o cualquiera otras que sólo se conocen en las 
circunstancias concretas e infinitas en posibilidades que compete conocer 
al fiscal en cada caso, y que son establecidas probatoriamente en cada 
ocasión. A juicio de la Corte, tal gama de posibilidades es imposible de 
reducir en concretas y muy precisas fórmulas legales, pues la naturaleza 
de las cosas hace que no sea factible prever de manera general, 
impersonal y abstracta, pero al mismo tiempo completamente precisa y 
determinada, este amplísimo espectro de hipotéticas situaciones. Así 
pues, es la naturaleza misma de las cosas la que obliga a reconocer al 
fiscal facultades evaluativas de la “mermada significación jurídica y social” 
de una conducta punible. Esta noción sólo puede ser precisada en cada 
caso, pero que responde a criterios de valor con cierto grado de 
objetividad social en el contexto histórico y geográfico respectivo. 
 
 Aplicación por colaboración con la justicia: 
 
El tercer cargo de inconstitucionalidad dirigido en contra de los numerales 
5° y 6° supone que el principio de oportunidad sólo está llamado a ser 
aplicado en dos supuestos: cuando la persecución penal resulte ser 
excesiva, o cuando resulte ser innecesaria. En tal virtud, las 
consideraciones relativas al beneficio que resulta para el Estado de la 
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efectiva colaboración del procesado para con la Administración de Justicia 
no podrían ser tenidas en cuenta para esos propósitos. En efecto, si se 
atiende bien al contenido de esta acusación, ella parte del supuesto según 
el cual de la Constitución emanaría un impedimento para que la 
colaboración con la Administración de Justicia fuera considerada como un 
factor determinante para la aplicación del principio de oportunidad. No 
obstante, al parecer de la Corte de la Carta no emana tal limitación. En 
efecto, conforme lo dispone el artículo 250 superior, la Fiscalía General de 
la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y no 
podrá suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, “salvo 
en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de 
oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado.” 
La Carta no dice expresamente que la colaboración con la justicia no 
pueda ser un criterio válido para la aplicación del principio de oportunidad. 
En todo caso, del tenor de las disposiciones aparece implícito que la 
eficacia de la colaboración que puede dar pie a la aplicación del principio 
de oportunidad penal debe estar comprobada. Es decir, el requisito de que 
tal colaboración sea eficaz implica la comprobación por parte de la Fiscalía 
de la veracidad y utilidad de la colaboración o el testimonio a que se 
refieren estos numerales. 
 
 Aplicación cuando la realización del procedimiento implique riesgo o 
amenaza grave a la seguridad exterior del Estado 
 
Para la Corte la definición del concepto de “seguridad exterior del Estado” 
viene dada por los mismos términos constitucionales. Es cierto, sí, que los 
servicios de seguridad fueron confiados por el constituyente de manera 
exclusiva al Jefe de Estado, como jefe supremo de las Fuerzas Armadas, 
con el fin de que pueda cumplir con su obligación de “proveer a la 
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seguridad exterior de la República”. Es cierto también que al jefe de Estado 
le corresponden facultades discrecionales para evaluar cuándo 
determinada circunstancia constituye una amenaza para dicha seguridad 
exterior, y competencias para responder con acciones concretas 
destinadas a defender al Estado en esa situación.  No obstante, de todo lo 
anterior no se desprende ni que el término “seguridad exterior del Estado” 
sea absolutamente indeterminado, pues como se vio hace referencia a 
precisos aspectos señalados expresamente en la propia Constitución, ni 
tampoco que, dentro del ejercicio concreto de la acción penal, al  Ejecutivo 
le corresponda intervenir en los procesos para definir cuándo el 
procedimiento penal pueda significar una amenaza para la seguridad 
exterior del Estado, asunto que en todo caso queda librado a la decisión del 
fiscal, sujeto al control de juez de garantías.  Por todo lo anterior la Corte 
descarta los dos fundamentos centrales de la presente acusación, a saber 
la vaguedad y amplitud del concepto “seguridad exterior del Estado” 
contenida en el numeral 9° del artículo 324 de la Ley 906 de 2004, y la 
indebida injerencia del ejecutivo en la órbita de la independencia funcional 
de la Fiscalía. 
 
 Aplicación  cuando la persecución penal del delito comporta 
problemas sociales más significativos 
 
La causal de aplicación del principio de oportunidad penal “cuando la 
persecución penal de un delito comporte problemas sociales más 
significativos”  descansa en el principio de proporcionalidad, que llama a no 
sancionar penalmente sino aquellas conductas que realmente constituyan 
una amenaza para la convivencia pacífica, y no un reclamo social 
justificado. Ahora bien, en la aplicación del numeral bajo examen el fiscal 
debe motivar específicamente la decisión, tener en cuenta los supuestos 
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fácticos y exponer por qué la persecución penal produciría mayores 
problemas sociales que la falta de ejercicio de la acción penal. En todo 
caso, esta decisión del fiscal siempre estará sujeta a la revisión del juez de 
control de garantías y a la intervención del Ministerio Público.  
 
 Aplicación  cuando el objeto material del delito se encuentra en alto 
grado de deterioro 
 
El demandante estima que la expresión “alto grado de deterioro” acusa un 
nivel fuerte de indeterminación que tolera un excesivo espacio para la 
discrecionalidad del fiscal. A juicio de la Corte ello no es así, por varias 
razones que provienen del lenguaje utilizado para describir la causal: En 
primer lugar, el legislador se ocupa de señalar expresamente el grado de 
deterioro que debe presentar el objeto material, calificándolo de alto. En tal 
virtud, debe entenderse que dicho objeto debe estar muy deteriorado, esto 
es muy estropeado o muy menoscabado con miras al cumplimiento de su 
fin propio. En otras palabras, tal objeto debe presentarse como casi 
inservible. De otro lado, el nivel de deterioro también debe apreciarse en 
relación con el titular del objeto material del delito, pues el legislador dice 
debe evaluarse “respecto de su titular”. Así, el fiscal tiene que tener en 
cuenta este otro elemento subjetivo, de manera tal que el deterioro del 
objeto se sopese valorando las circunstancias personales de la víctima. 
Habrá de preguntarse entonces qué tanta valía puede tener dicho objeto 
para su titular, a pesar del deterioro que acusa. De esta manera, el ámbito 
de las facultades discrecionales del fiscal para evaluar el deterioro del 
objeto material sí se encuentra delimitado, en cuanto el concepto jurídico 
indeterminado “alto grado de deterioro” de un lado responde a criterios 




3.1 .2 SENTENCIA C-738/08 “PROHIBICIÓN DE APLICACIÓN EN CASO DE 
DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD PERSONAL, SEXUAL Y LA LIBERTAD 
DE LOS NIÑOS 
 
“… El principio de oportunidad es una institución central del sistema penal 
acusatorio cuya aplicación está a cargo de la Fiscalía General de la Nación, bajo 
supervisión de legalidad del juez de control de garantías, y constituye una 
excepción a la obligación constitucional que recae sobre la Fiscalía y que la obliga 
a adelantar la acción penal y realizar la investigación de los hechos delictivos.”  
 
 Prohibición de aplicación en caso de delitos contra la integridad personal, 
sexual y la libertad de los niños 
 
La Corte evidencia que la protección de los derechos de los menores no sería 
efectiva si el Estado renunciara a sancionar las conductas que afectan de manera 
grave derechos de categoría prevalente. La función disuasiva de la pena se 
encamina a que los abusos cometidos contra los niños y adolescentes dejen de 
cometerse, por lo que renunciar a ella despojaría al Estado de una herramienta 
crucial en la lucha contra el abuso infantil. Asimismo, atendiendo a los limites 
mismos del principio de oportunidad, el Estado no esta autorizado para omitir, 
suspender o renunciar a la acción penal cuando el afectado  en estos casos es un 
menor de edad. 
 
 Inaplicación no exonera del restablecimiento del derecho y la reparación 
integral a los afectados 
 
A partir del texto del artículo 250 de la Carta, al Fiscal no se lo exonera del deber 
de solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la 
asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y 
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la reparación integral a los afectados con el delito, cuando ha sido imposible dar 
aplicación al principio de oportunidad. 
 
Dentro de esta jurisprudencia la Corte Constitucional señalo que su aplicación se 
restringe a las circunstancias previstas por el legislador, tanto así que es el fiscal 
puede abstenerse de adelantar la acción penal o de continuar o suspender la 
investigación en los casos expresamente señalados por el legislador; de igual 
forma estableció que dicha institución busca disminuir las consecuencias 
negativas de penas cortas de privación de la libertad, persigue la reparación de 
las víctimas y pretende facilitar la reinserción social de los autores de ciertas 
conductas punibles, permitiendo dar tratamiento diferenciado a delitos que por sus 
características intrínsecas no representan lesión significativa del orden social. 
 
También dispuso que si bien la jurisprudencia reconoció que la configuración del 
principio de oportunidad tiene un margen amplio, dicho margen tiene limites de 
manera excepcional, por lo que también es necesario establecer los casos en que 
dicho principio no tiene aplicación, lo que supone que la decisión del legislador 
sólo es contraria al orden constitucional si se comprueba que la no procedencia 
del principio en el delito de que se trate resulta desproporcionada, irrazonable o 
contraria a la institución misma. 
 
Concluyendo que esta prohibida la aplicación del principio de oportunidad en 






3.1.3 SENTENCIA C-936/10 - APLICACION DEL PRINCIPIO DE 
OPORTUNIDAD AL DESMOVILIZADO DE UN GRUPO ARMADO AL MARGEN 
DE LA LEY- 
 
En esta ocasión y estando vigente ya la ley 1312 de 2009, la cual modifico el 
artículo324 del Código de Procedimiento Penal, a través del cual se establecen las 
causales, la Corte hizo un profundo análisis de la causal No. 17 “Al desmovilizado 
de un grupo armado organizado al margen de la ley que en los términos de la 
normatividad vigente haya manifestado con actos inequívocos su propósito de 
reintegrarse a la sociedad, siempre que no haya sido postulado por el Gobierno Nacional 
al procedimiento y beneficios establecidos en la Ley 975 de 2005 y no cursen en su 
contra investigaciones por delitos cometidos antes o después de su desmovilización con 
excepción de la pertenencia a la organización criminal, que para efectos de esta ley 
incluye la utilización ilegal de uniformes e insignias y el porte ilegal de armas y 
municiones.”   
 
Declarando inexequible y concluyendo que existió una omisión legislativa al 
presentarse una oposición objetiva y real con la Constitución; resulta esencial 
armonizar el texto legal con los mandatos de la Carta, con conforme a los 
siguientes ítems:  
 
 POLITICA CRIMINAL-Definición  
 
La noción de “política criminal” ha sido definida por la Corte, como “el conjunto de 
respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacerle frente a conductas 
consideradas reprochables o causantes de perjuicio social con el fin de garantizar la 
protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos de los 
residentes en el territorio bajo su jurisdicción”. La jurisprudencia constitucional ha 
reconocido así mismo que la política criminal puede ser articulada por el Legislador a 
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través de la expedición de normas. En este sentido indicó que: “la legislación penal 
es manifestación concreta de la política criminal del Estado”, y que “la decisión 
política que determina los objetivos del sistema penal y la adecuada aplicación de 
los medios legales para luchar contra el crimen y alcanzar los mejores resultados, se 
plasma en el texto de la ley penal”. Así mismo, se precisó que “la norma penal, una 
vez promulgada, se independiza de la decisión política que le da origen, 
conservando la finalidad buscada por su redactor en el elemento teleológico de la 
norma”. 
 
 GARANTIA DE LOS DERECHOS DE LAS VICTIMAS DE GRAVE 
CRIMINALIDAD-Deber del Estado para asegurar la vigencia de un orden justo 
 
A la hora de diseñar las causales de aplicación del principio de  oportunidad penal, el 
legislador encuentra un límite derivado del mandato constitucional que impone a las 
autoridades el deber de  asegurar la vigencia de un orden justo, tal como lo postula 
el Preámbulo, el artículo 2° de la Carta, así como los compromisos internacionales 
del Estado en materia de acceso a la administración de justicia en procura de la 
defensa de los derechos humanos, y para asegurar la efectividad de los derechos a 
la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas de graves violaciones. Este límite 
no se refiere a las circunstancias objetivas o subjetivas que rodean la comisión, la 
investigación o el juzgamiento de una conducta punible, sino a la naturaleza 
especialmente grave del delito en sí mismo considerado. 
 
Adentrándose la Corte, en los estándares internacionales de derechos incorporados 
en la normatividad Colombiana, en especial las graves violaciones de derechos 
humanos y las infracciones al derecho internacional humanitario y que hacen parte 
del Bloque de Constitucionalidad (Art. 93); y que riñen con la obligación del Estado 
de investigar, juzgar y sancionar violaciones de derechos humanos. 
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“…La Corte Constitucional estableció una  doctrina en la que explícitamente 
abandonó una concepción reductora de los derechos de las víctimas, fundada 
únicamente en el resarcimiento económico, para destacar que las víctimas, o los 
perjudicados con el delito, tienen un derecho efectivo al proceso y a participar en 
él, con el fin de reivindicar no solamente intereses pecuniarios, sino también, y de 
manera prevalente, para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia.”  
 
 PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD-Características  
 
Las características constitucionales del principio de oportunidad condicionan la labor 
legislativa en la configuración de las causales y  presupuestos para su 
procedibilidad. Al respecto cabe recordar que el Acto Legislativo 03 de 2002 dispuso 
que la Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 
acción penal de los hechos que revistan las características de un delito, que lleguen 
a su conocimiento por una de las siguientes vías: denuncia, petición especial, 
querella o de oficio, “siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 
fácticas que indiquen la posible comisión del mismo”. En consecuencia, la Fiscalía 
no podrá suspender, interrumpir o renunciar al ejercicio de la acción penal, “salvo en 
los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad 
regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido 
al control de legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de 
garantías”. Partiendo de esta configuración constitucional, la jurisprudencia de esta 
Corte ha destacado los siguientes rasgos del principio de oportunidad:  (i) es una 
figura de aplicación excepcional mediante la cual se le permite al fiscal suspender, 
interrumpir o renunciar al ejercicio de la acción penal; (ii) las causales de aplicación 
del principio de oportunidad deben ser establecidas por el legislador de manera clara 
e inequívoca; (iii) debe ser aplicado en el marco de la política criminal del Estado;  
(iv) su ejercicio estará sometido al control de legalidad por parte del juez que ejerza 
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las funciones de control de garantías; (v) su regulación debe ser compatible con el 
respeto por lo derechos de las víctimas.  
 
 PERTENENCIA A ORGANIZACION CRIMINAL-No es una conducta tipificada 
como delito autónomo en la ley penal 
 
La “pertenencia a la organización criminal” no es una conducta tipificada como delito 
autónomo en la ley penal, lo que conduce a que sea la autoridad encargada de 
aplicar el precepto la que defina qué conductas delictivas caen bajo la órbita de la 
causal, a fin de determinar si se trata de punibles respecto de los cuales existe 
disponibilidad  de la acción penal. La “pertenencia a una organización criminal”, 
constituye un elemento normativo que puede estar comprendido en más de una 
modalidad delictiva, o incluso puede aludir a una forma de participación colectiva en 
un ilícito, circunstancia que evidentemente introduce un elemento de 
indeterminación, en una materia en la que la definición previa, clara e inequívoca de 
los punibles  sobre los cuales es posible suspender, interrumpir o renunciar a la 
acción pena, resulta relevante.  
 
 APLICACION DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD-Exigencias  
 
De acuerdo con la, jurisprudencia de esta Corte, la aplicación de las causales del 
principio de oportunidad exige un principio de verdad respecto de la autoría y la 
tipicidad de la conducta, comoquiera que deben existir elementos de juicio fácticos 
que conduzcan a inferencias razonables sobre la realización de la conducta, su 
adecuación típica y la participación del investigado en la misma, a fin de que el fiscal 
sopese la pertinencia de dar aplicación al principio de oportunidad y el juez pueda 
ejercer efectivo control sobre esa determinación. Esto solo es posible a partir de una 
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mínima acreditación de la ocurrencia de un hecho que debe estar previamente 
definido en la ley. 
 
 OMISION LEGISLATIVA RELATIVA-Características  
 
La jurisprudencia de esta corporación ha precisado que se presenta una  omisión 
legislativa relativa cuando el legislador regula una materia de manera parcial, 
insuficiente o incompleta, omitiendo una condición, un sujeto destinatario, un 
ingrediente esencial o algún supuesto que, en atención a los contenidos superiores 
del ordenamiento, debería formar parte de la disciplina legal o de la materia 
normativa. En esta hipótesis de control, el debate se suscita en torno a un texto legal 
que se reputa incompleto en su concepción, y que puede ser cotejado con la Carta, 
por resultar arbitrario, inequitativo o discriminatorio en perjuicio de ciertas garantías 
constitucionales como la igualdad y el debido proceso. La Corte se ha declarado 
competente para abocar el conocimiento de la omisión legislativa relativa, por cuanto 
surte efectos jurídicos que pueden presentar una oposición objetiva y real con la 
Constitución, la cual es susceptible de verificarse a través de una confrontación de 
los mandatos acusados y las disposiciones superiores. Los rasgos característicos de 
una omisión legislativa relativa se han sistematizado así: (i) que exista una norma 
sobre la cual se predique necesariamente el cargo; (ii) que la misma excluya de sus 
consecuencias jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables, tenían que estar 
contenidos en el texto normativo cuestionado, o que el precepto omita incluir un 
ingrediente o condición que, de acuerdo con la Constitución, resulta esencial para 
armonizar el texto legal con los mandatos de la Carta; (iii) que la exclusión de los 
casos o ingredientes carezca de un principio de razón suficiente; (iv) que la falta de 
justificación y objetividad genere para los casos excluidos de la regulación legal una 
desigualdad negativa frente a los que se encuentran amparados por las 
consecuencias de la norma; y (v) que la omisión sea el resultado del incumplimiento 
de un deber específico impuesto por el constituyente al legislador. 
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3.2. SENTENCIAS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – SALA PENAL  
 
3.2.1. SENTENCIA DEL 13 DE MAYO DE 2009 M.P. JULIO ENRIQUE SOCHA 
SALAMANCA – Rad. No 31362 
 
En un caso de la conducta punible artículo 271 del C.P. “violación a los derechos 
patrimoniales de autor y derechos conexos”, mal conocido como piratería; en la que 
la Corte Suprema concluyo que para que la efectiva producción de una situación de 
riesgo y, por consiguiente, no se trata de un delito de lesión, en el que se necesite un 
menoscabo real para el bien jurídico, sino de uno de peligro. 
 
Lo cual no significa que el principio de lesividad sea inoperante en este asunto, pues el 
riesgo creado por parte del sujeto agente, en tanto concepto graduable de acuerdo con su 
intensidad, tenía que concretarse en una puesta en peligro que a su vez debe valorarse 
en relación con los intereses económicos de los titulares del derecho de explotar cada 
una de las obras.  
 
Alguno de los apartes: 
 
“… En lo que respecta a las implicaciones procesales que acarrea la afectación 
irrelevante del bien jurídico, el máximo Tribunal en sede de control constitucional ha 
señalado en fallos como C-591 y C-673 de 2005, C-098 de 2006 y C-095 de 2007, que 
el modelo acusatorio del acto legislativo 03 de 2002 contempla la aplicación del principio 
de oportunidad no sólo como un instrumento para enfrentar el crimen organizado, sino 
esencialmente para excluir del ejercicio de la acción penal a los delitos de resultado de 
bagatela, tal como lo reiteró la Sala en la sentencia de 18 de noviembre de 2008:  
 
“Consultadas las actas correspondientes, se observa que el propósito del 
constituyente era dar a la Fiscalía la posibilidad de desbrozarse de la cantidad de 
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asuntos menores que desgastaban su actividad, para que pudiera concentrarse en 
lo que verdaderamente ponía en peligro nuestra convivencia y por ello se concibió, 
entre otros mecanismos, el del principio de oportunidad. 
 
“Este principio pretenderá resolver los conflictos menores que se presentan con 
gran frecuencia, que a pesar de que muchas veces no alcanzan a vulnerar 
materialmente los bienes jurídicos protegidos por el legislador, aumentan las cifras 
de congestión judicial e implican un desgaste innecesario del sistema. 
 
La filosofía del principio de oportunidad radica pues, en la necesidad de simplificar, 
acelerar y hacer más eficiente la administración de justicia penal, 
descongestionándola de la criminalidad de poca monta’”6. 
 
Adicionalmente, la Corte Constitucional ha precisado que las causas de extinción de la 
acción penal tienen que ser asumidas por el funcionario de conocimiento, excepto 
cuando se trata de una circunstancia susceptible de aplicación del principio de 
oportunidad, pues, por expreso mandato constitucional, tal competencia es del resorte 
exclusivo del juez de control de garantías: 
 
“En efecto, en los casos de ocurrencia de una causal de extinción de la acción, le 
corresponde a la Fiscalía solicitar al juez de conocimiento la preclusión de la 
investigación, salvo el caso de la aplicación del principio de oportunidad, que tiene unas 
reglas particulares definidas en el artículo 250 de la Constitución, que asignó su control 
de legalidad al juez de control de garantías y definió para el efecto unas reglas 
especiales en el artículo 327 de la ley 906 de 2004”7. 
 
En este orden de ideas, aun en el evento de considerar que la ausencia de afectación 
relevante del bien jurídico sea un problema de atipicidad, lo procedente no sería solicitar 
ante el funcionario de conocimiento la preclusión con base en el numeral 4 del artículo 
                                                 
 
6
 Sentencia de 18 de noviembre de 2008, radicación 29183. 
7 Corte Constitucional, sentencia C-591 de 2005. 
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332 del Código de Procedimiento Penal, que se refiere a la atipicidad del hecho 
investigado, toda vez que el juez natural para conocer de la extinción de la acción penal 
por comportamientos insignificantes es, de acuerdo con el acto legislativo 03 de 2002 y 
las causales que para tal efecto consagró el artículo 324 del Código de Procedimiento 
Penal8, el juez de control de garantías y medidas de seguridad. 
 
De ahí que la Sala, en el referido fallo de 18 de noviembre del año pasado, hizo un 
llamado a los operadores de la norma para que funcione el principio de oportunidad 
como mecanismo idóneo que evite el adelantamiento de investigaciones por conductas 
en las que no se haya afectado de manera significativa el bien jurídico: 
 
“Frente a esa gama de posibilidades de justicia mejor, la Corte exhorta a los 
funcionarios judiciales, especialmente de la Fiscalía General de la Nación, a 
hacerlos operantes de manera que los grandes esfuerzos institucionales se 
concentren en los asuntos que realmente sean trascendentes, para evitar así el 
daño que en la sociedad genera el delito”9. 
 
3.2.2. SENTENCIA DEL 13 DE ABRIL DE 2011 M.P. SIGIFREDO ESPINOSA 
PEREZ – Rad. No 36118. 
 
A través de esta sentencia la Corte Suprema de Justicia – Sala Penal conoce del 
recurso de apelación interpuesto contra el auto dictado por la Sala Penal del 
Tribunal Superior de Cundinamarca el 17 de marzo de 2011, mediante el cual 
                                                 
8 Artículo 324-. Causales. El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes casos: / […] 10-. Cuando en atentados 
contra bienes jurídicos de la administración pública o recta impartición de justicia, la afectación al bien jurídico funcional 
resulte poco significativa y la infracción al deber funcional tenga o haya tenido como respuesta adecuada el reproche y la 
sanción disciplinaria. / 11-. Cuando en delitos contra el patrimonio económico, el objeto material se encuentre en tal alto 
grado de deterioro respecto de su titular, que la genérica protección brindada por la ley haga más costosa su persecución 
penal y comporte un reducido y aleatorio beneficio. / 12-. Cuando la imputación subjetiva sea culposa y los factores que la 
determinen califiquen la conducta como de mermada significación jurídica y social. / 13-. Cuando el juicio de reproche de 
culpabilidad sea de tan secundaria consideración que haga de la sanción penal una respuesta innecesaria y sin utilidad 
social. / 14-. Cuando se afecten mínima-mente bienes colectivos, siempre y cuando se dé la reparación integral y pueda 
deducirse que el hecho no volverá a presentarse. / 15-. Cuando la persecución penal de un delito comporte problemas 
sociales más significativos, siempre cuando exista y se produzca una solución alternativa adecuada a los intereses de las 
víctimas 
9 Sentencia de 18 de noviembre de 2008, radicación 29183. 
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resolvió denegar la nulidad del proceso a partir de la presentación del escrito de 
acusación, en proceso adelantado por los delitos de falsedad ideológica en 
documento público y concusión. En esta sentencia en el siguiente aparte concreto: 
 
2.1.6. La aplicación del principio de oportunidad, es una función asignada 
exclusivamente a la Fiscalía General de la Nación que, de aceptarla, podría 
suspender, interrumpir o renunciar a la persecución penal (art. 323). En el 
presente evento, el Fiscal General de la Nación consideró que no debía 
suspenderse el procedimiento a prueba en acogimiento de la referida figura. En 
virtud de ello, el delegado a cuyo cargo estaba la investigación por los delitos de 
falsedad ideológica en documento público y concusión, tenía la obligación de 
continuar el trámite presentando el escrito de acusación, so pena de incurrir en 
mala conducta y propiciar la configuración de una causal de preclusión (art. 175, 
294 y 332-7), sin que el cumplimiento de esa obligación constitucional y legal 
constituya la arbitrariedad que pretenden entronizar los impugnantes 
argumentando que se le vulneraron a la señora GONZÁLEZ PÉREZ los derechos 
al debido proceso y defensa. 
 
El hecho de que la procesada y su defensor hubiesen formulado una petición ante 
el Fiscal General de la Nación, con la pretensión de que reconsidere la aplicación 
del principio de oportunidad, no constituye motivo para que se suspenda, 
interrumpa o se renuncie a la acción penal. 
 
No puede decirse, entonces, que por haberse presentado el escrito de acusación, 
ahora perderá la procesada la posibilidad, contingente por cierto, de que se 
suspenda a prueba el procedimiento mientras se verifica su colaboración en la 
desarticulación de bandas de delincuencia organizada y que sirvió como testigo 
de cargo contra los otros procesados, mucho menos si se tiene en cuenta que en 
caso de variarse la decisión del Fiscal General de la Nación en ese sentido, tal 
posibilidad puede concretarse hasta antes de iniciarse la audiencia de 
juzgamiento (art. 323, inc. 1° y 324, numerales 4° y 5°). 
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Una de las inquietudes que desde un primer momento a fiscales y jueces, 
respecto de la aplicación del principio de oportunidad, fue la decisión de optar por 
la aplicación de este principio o por solicitar la preclusión.  
 
El tema central aquí es la existencia del hecho punible y, para ello, desde luego, 
es necesario acudir a la teoría del delito. No sólo para saber en estricto sentido 
cuándo puede existir un delito, sino y esto todavía más interesante, cuándo, a 
pesar de que una conducta pueda ser típica, no es antijurídica, o siendo típica y 
antijurídica no es culpable, o cuando sea típica, antijurídica y culpable, no se ve 
como necesaria la aplicación de una sanción penal. Lo cual nos lleva al análisis, 
en primer lugar, de aquellas causales denominadas sustanciales, aquellas que 
están taxativamente en la normatividad. 
 
Pero de igual forma el principio de oportunidad no debe ser confundido con otras 
figuras jurídicas como la preclusión, pues respecto de esta no es predicable la 
discrecionalidad. La preclusión opera en cualquier momento, a partir de la 
formulación de imputación y debe ser solicitada por el fiscal al juez de 
conocimiento cuando se establezca que no existe merito para acusar (Artículo 331 
- 332 del C. de P. P.), las que son totalmente distintas de aquellas causales que 
rigen para aplicar el principio de oportunidad. 
 
Otra diferencia entre aplicar el principio de oportunidad y la preclusión consiste en 
que la segunda como es apenas natural no tiene control de legalidad por parte del 
juez de control de garantías, además en materia de principio de oportunidad 
contra lo decidido por el juez de control de garantías, no procede recurso alguno 
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mientras que el auto que decreta o rechaza la solicitud de preclusión admite los 
recursos de reposición y apelación. 
 
La salida hacia la preclusión puede parecer más convincente y deseable, sobre 
todo por el aspecto problemático de la presunción de inocencia, puede aplicarse 
consistentemente el principio de oportunidad en aquellos casos en los que, por 
ejemplo, la antijuridicidad material o lesividad de la conducta no es tan clara.  
 
Pues tal como se ha dicho desde un principio, si el tema importante es el aspecto 
cultural -la poca tradición de discrecionalidad en los operadores-, el principio de 
oportunidad definitivamente constituye una herramienta fundamental para hacer 
justicia material y, el hecho de que un fiscal o un juez consideren que la carencia 
de antijuridicidad material conduce más al  principio de oportunidad que a la 
preclusión, no puede obstaculizar o impedir que aquella figura de todos sus 
rendimientos. Lo que se debe evitar, eso sí, son casos en que se opte por la 
preclusión y no por la aplicación del principio de oportunidad y el juez de 
conocimiento no la conceda; éste sería un gran contrasentido. 
 
Reiterando que como sucede en nuestro país, el principio de oportunidad tiene 
rango constitucional, ello le otorga más complejidad al manejo de la misma, 
porque la convierte directa y justamente en un tema de especial relevancia en el 
contexto de la Carta Fundamental y no sólo a nivel legal. De allí el celo con que la 
Corte, a pesar de admitir expresamente la noción de discrecionalidad, establece la 
limitación de la misma, no sólo en la existencia de causales expresas, sino 
también respecto de la claridad de las causales mismas. En este sentido operaría 




5. ESTABLECER CUÁLES SON LAS INVESTIGACIONES PENALES EN EL 
MUNICIPIO DE SALAMINA A LAS QUE HAYA DADO APLICACIÓN AL 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD DESDE EL AÑO DE 2009 HASTA EL PRIMER 
SEMESTRE DE 2011. 
 
 
Revisados 120 procesos de los que adelanta la fiscalía seccional y local del 
municipio de Salamina, encontré que la fiscalía local no ha realizado aplicación a 
este principio, en su mayoría se ha optado por dar paso a la preclusión con mayor 
relevancia en las investigaciones de Inasistencia Alimentaría. 
 
Por su parte la fiscalía seccional, durante el tiempo que determine en esta 
investigación ha hecho aplicación del principio de oportunidad en un proceso 
adelantado por el delito de Tráfico, Fabricación y Porte de Estupefacientes; 
respecto a la preclusión de  igual forma ha sido objeto de estudio y aplicación en 
casos como Violación a los derechos patrimoniales de autor y derechos conexos, 
Concusión y Peculado por Apropiación, con base en la normatividad vigente. 
 
Por lo que podemos determinar que el principio de oportunidad no ha sido eficaz 
en las investigaciones penales adelantadas por la fiscalía del municipio de 
Salamina, por lo que concluyendo ha sucedido lo que en la mayor parte del país, a 
esta figura jurídica, creada con el propósito de descongestionar no ha tenido los 
efectos esperados, se puede evidenciar que la Fiscalía General de la Nación no 
ha dado suficientes herramientas para aplicar este, pues el manual que se creo 
con este propósito no logro facilitar el desarrollo del principio de oportunidad, ha 









En conclusión podemos decir que el principio de oportunidad, tal y como ha 
quedado regulado en nuestro medio, es un instrumento que le otorga a la Fiscalía 
General de la Nación la facultad reglada para suspender, interrumpir o renunciar a 
la persecución penal en los eventos taxativamente señalados por el Código de 
Procedimiento Penal, y que debe orientarse a la promoción de un orden justo en 
desarrollo de la política criminal del Estado. 
 
Es importante poner de manifiesto que si bien es cierto esta debidamente reglado 
y su ejercicio está plenamente delimitado y enmarcado en la ley, existen  
parámetros claros respecto de los cuales puede actuar la oportunidad y fuera de 
los cuales ésta se encontraría prohibida.  
 
Queda claro que, en términos generales, el sistema penal acusatorio en el 
derecho continental, ha optado más por el principio de oportunidad reglado, 
mientras que en el sistema anglosajón prima el principio de discrecionalidad para 
acusar. 
 
Filosofía y objetivos que no se han logrado desarrollar en las conductas punibles 
investigadas en el municipio de Salamina, pues a pesar de existir un manual para 
su posible aplicación, se ha propendido en mayor parte por la figura de la 
preclusión, notándose de manera clara que no ha sido eficaz y oportuno esta 
figura jurídica a la que e dedicado esta pequeña investigación. 
 
Así mismo podremos ultimar que las decisiones que se toman en materia del 
instituto de oportunidad dejan varias conclusiones para la estructura del proceso 
penal. En primer lugar, una exégesis de las sentencias que la Corte le ha dado la 
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mayor de las extensiones al principio de obligatoriedad de la investigación y la 
acción penal, lo cual significa que cualquier actuación de la fiscalía para excluir un 
caso a sus puertas debe estar absolutamente justificada y motivada bajo los 
presupuestos del principio de legalidad. 
   
De igual manera es importante resaltar que con la modificación de la Ley 1453 de 
2011, en el artículo 175 del Código de Procedimiento Penal, a través del cual se 
norma los términos para dar paso a la investigación; fue notorio que en esta 
modificación no se incluyo la aplicación del principio de oportunidad, como si lo 
establecía en este mismo artículo antes de la reforma de la norma en mención por 
lo que se entendería que no es óbice solicitarlo en otra oportunidad procesal, 
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